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COMPETENCIA PARA RESOLVER SUSTITUCIÓN DE MEDIDA DE ASEGURAMIENTO. [C]omo quiera que en el asunto que se adelanta en contra de la señora PAOLA ANDREA ATEHORTÚA PUERTA, se profirió sentencia de condena en febrero 17 de 2016 por parte del Juzgado Quinto Penal del Circuito, se ordena remitir la actuación ante ese despacho para que sea allí donde se adelante la audiencia respectiva y se adopte la decisión que en derecho corresponda.
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                                                                                                   RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA de decisión PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    Pereira, doce (12) de septiembre de dos mil diecisiete (2017)
  ACTA DE APROBACIÓN N° 923
SEGUNDA INSTANCIA

	Acusada: 
	Paola Andrea Atehortúa Puerta

	Cédula de ciudadanía:
	42.118.558 de Pereira

	Procedencia:
	Juzgado Primero Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira (Rda.)

	Delito:
	Proxenetismo con menor de edad en concurso homogéneo y constreñimiento a la prostitución.

	Bien Jurídico:
	Libertad, integridad y formación Sexuales 

	Asunto:
	Define competencia.


1.- VISTOS 

Corresponde a esta Corporación ocuparse de definir la competencia para el conocimiento de la solicitud de sustitución de medida de aseguramiento por vencimiento del término máximo de la detención preventiva, con fundamento en lo reglado en la Ley 1786 de 2016 y la sentencia C-221 de 2015, que ha sido reclamada por la defensa de la señora PAOLA ANDREA ATEHORTÚA PUERTA, quien figura comprometida en la conducta punible de proxenetismo con menor de edad en concurso homogéneo y constreñimiento a la prostitución, según impugnación de competencia elevada por la Delegada de la Fiscalía quien estima que el funcionario competente para conocer del presente asunto es el juez con función de conocimiento y no el juzgado de control de garantías, razón por la cual el a quo decidió enviar la actuación a esta Corporación para que defina la competencia.

2.- PRECEDENTES
La Defensa de la señora PAOLA ANDREA ATEHORTÚA PUERTA solicitó su “libertad por vencimiento de términos” cuyo conocimiento le fue asignado al Juzgado Primero Penal Municipal con función de control de garantías de esta capital, y una vez se iba a dar comienzo a la referida diligencia, la Delegada de la Fiscalía impugnó su competencia, ante lo cual no estuvo de acuerdo quien representa los intereses de la acusada, al estimar que sí debía conocer de dicho trámite. 
El funcionario Judicial accedió a la pretensión de la Fiscalía  y dispuso remitir la actuación a esta Corporación para que se definiera cual es el despacho competente para asumir el conocimiento de lo solicitado, al tenor de lo reglado en el numeral 5° del artículo 34 C.P.P., en concordancia con el canon 54 ídem.
3.- CONSIDERACIONES
Con antelación a ingresar en el estudio de la situación planteada, no puede dejar pasar por alto la Corporación la mora en la remisión de este asunto, si tenemos en cuenta que el auto por medio del cual el a quo declaró su incompetencia para conocer del asunto se dictó en agosto 2 de 2017 y tan solo en septiembre 5 de 2017, esto es un mes después, se asignó su conocimiento.

Por tal motivo se llama la atención tanto del Juzgado Primero Penal Municipal con función de control de garantías, como del Coordinador del Centro de Servicios Judiciales para el Sistema Penal Acusatorio, con miras a evitar que situaciones como la acá evidencia tengan ocurrencia, máxime cuando lo que está en juego es la solicitud de libertad que se reclama en favor de una persona.

Ahora bien, en relación con el conocimiento de los asuntos que en primera instancia son del resorte de los Juzgados Penales Municipales, a las Salas Penales de los Tribunales se les asignó el conocimiento de: “la definición de competencia de los jueces del circuito del mismo distrito, o municipales de diferentes circuitos” -numeral 5°, artículo 34 C.P.P.-, y “de las sentencias proferidas por los municipales del mismo distrito” -numeral 1° art. 34 ídem-; del mismo modo, el numeral 3° artículo 36 íbidem dispone que los Juzgados Penales del Circuito conocerán: “de la definición de competencia de los jueces penales o promiscuos municipales del mismo circuito”. Por su parte, el canon 341 C.P.P. dispone que: “de la impugnación de competencia conocerá el superior jerárquico del juez”.
En condiciones normales y como quiera que el superior jerárquico del funcionario que emitió la decisión no es la Sala Penal de este Tribunal, sino uno de los Jueces Penales del Circuito de esta capital, serían éstos los encargados de definir el asunto a la luz de lo reglado en el numeral 3° art. 36 C.P.P., lo que habría de decidir la Corporación sería abstenerse de conocer la impugnación de competencia y disponer la remisión inmediata de la actuación al Centro de Servicios Judiciales para el Sistema Penal Acusatorio, con el fin de efectuar el reparto del trámite entre los distintos Jueces Penales del Circuito de esta capital.

No obstante, en atención al principio de economía procesal, la Sala debe atender la  reciente providencia adoptada por la Sala Penal de la H. Corte Suprema de Justicia, por medio de la cual se indicó que con posterioridad a la emisión del sentido del fallo es el Juez de Conocimiento el encargado de resolver la petición de libertad por vencimiento de términos y/o sustitución de medida de aseguramiento, a la luz de lo reglado en la Ley 1786 de 2016, en cuyos apartes más importantes dice:
“En el caso en estudio, la medida de aseguramiento privativa de la libertad que afectaba a XXXX, XXXX y XXXX perdió vigencia cuando se emitió el sentido del fallo y actualmente están detenidos en razón de la sentencia condenatoria que en su contra profirió el Juzgado 2º Penal del Circuito con Función de Conocimiento de San Gil y cuya apelación se concedió ante la Sala Penal del Tribunal Superior de la misma ciudad. 

Corolario de lo anotado, corresponde al despacho judicial que emitió la sentencia de primer grado conocer de la solicitud de libertad que pretenden formular los acusados, dado que, se reitera, la medida de aseguramiento dejó de regir y hasta el momento existe una condena que goza de presunción de acierto y legalidad”. 
 -Negrillas de la Sala-

En ese orden de ideas y como quiera que en el asunto que se adelanta en contra de la señora PAOLA ANDREA ATEHORTÚA PUERTA, se profirió sentencia de condena en febrero 17 de 2016 por parte del Juzgado Quinto Penal del Circuito, se ordena remitir la actuación ante ese despacho para que sea allí donde se adelante la audiencia respectiva y se adopte la decisión que en derecho corresponda.
4.- DECISION

El Tribunal Superior del Distrito Judicial, en Sala de Decisión Penal, DEFINE que el despacho competente para resolver la solicitud elevada por el apoderado de la señora PAOLA ANDREA ATEHORTÚA PUERTA, es el Juzgado Quinto Penal del Circuito de esta capital, y en consecuencia se dispone enviar el presente asunto de manera inmediata al Centro de Servicios Judiciales para su asignación al referido juzgado.
COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� CSJ AP, 16 Ago. 2017, Rad. 50928, donde además se reitera lo decidido en AP, 9 Ago. 2017, rad. 50861.
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